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COMISIÓN DISCIPLINARIA 

 

 

Lugar Fecha Hora inicio Hora fin 

Madrid 29/06/2016 19:00 h. 20:00 h. 

 

  

Asistentes  

D. Wenceslao Francisco Olea Godoy Presidente  

Dª Carmen Llombart Pérez Vocal 

Dª María Victoria Cinto Lapuente Vocal 

Dª Roser Bach Fabregó Vocal 

D. Vicente Guilarte Gutiérrez Vocal 

D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva Vocal 

Dª María Ángeles Carmona Vergara Vocal 

D. Javier Aguayo Mejía Secretario 

 

 

Acuerdos alcanzados 

 

Uno. - Lectura y aprobación del acta de la reunión celebrada el 26 de mayo de 

2016. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los miembros de la 

Comisión. 

Dos. Expediente Disciplinario nº xxx.- Quedar enterada de la resolución del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por la que archiva el expediente incoado a  xxx 

por la posible comisión de una falta grave de desatención como Jueza sustituta del 

Juzgado de xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los miembros 

de la Comisión. 
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Acuerdos alcanzados 

 

Tres. Expediente Disciplinario nº xxx.- Imponer una sanción a xxx con una 

suspensión de funciones por tiempo de siete meses por la comisión de una falta 

muy grave del art. 417.15 de incumplimiento del deber de motivación en 

resoluciones dictadas como titular del  titular del Juzgado de xxx. Este acuerdo es 

aprobado por unanimidad de todos los miembros de la Comisión.  

Cuatro. Expediente Disciplinario nº xxx.- Imponer una  sanción a  xxx con una 

multa por importe de 3000 euros por la comisión de una falta grave del art. 418.11 

de incumplimiento de los plazos procesales como titular del  titular del Juzgado de 

xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los miembros de la 

Comisión. 

Cinco. Expediente Disciplinario nº xxx.- Quedar enterada del Justificante del 

pago de xxx de la sanción de multa por importe de  500 euros impuesta por la 

comisión de una falta leve de retraso como titular del Juzgado de xxx. Este acuerdo 

es aprobado por unanimidad de todos los miembros de la Comisión. 

   Se señala la próxima reunión de la Comisión Disciplinaria para el día 

veintiuno de julio de 2016, a las doce horas. 

 

 

 

 

 

 

Vº Bº Presidente El Secretario 
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En Madrid, a 29 de junio de 2016 


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, integrada 


por su Presidente, Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy, y los Vocales 


Excmos/as. Sres/as. D. Vicente Guilarte Gutiérrez, Dª Carmen Llombart Pérez, D. 


Enrique Lucas Murillo de la Cueva, Dª María Victoria Cinto Lapuente, Dª Roser 


Bach i Fabregó, y Dª María Ángeles Carmona Vergara, ha visto el Expediente 


Disciplinario nº 1/2016, instruido contra el Ilmo. Sr. D. Xxx, Magistrado del 


Juzgado de Xxx, por la posible comisión de una falta disciplinaria de falta de 


motivación las resoluciones judiciales que la precisen. 


ANTECEDENTES 


PRIMERO.- Como consecuencia del oficio del Fiscal Jefe Inspector de la 


Fiscalía General del Estado, en el que ponía de manifiesto la inadecuada 


actuación del titular del Juzgado de Xxx en cuanto a la falta de motivación de las 


resoluciones judiciales,  el Promotor de la Acción Disciplinaria acordó, en fecha 


12 de enero de 2016, incoar expediente disciplinario al Ilmo. Sr. Magistrado don 


Xxx por su actuación como titular del Juzgado de Xxx, debido a la posible 


comisión de una infracción muy grave del artículo 417.15 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial, relativa a la absoluta y manifiesta falta de motivación de las 


resoluciones judiciales que la precisen. 


SEGUNDO.- Notificado el citado acuerdo al interesado se practicaron al 


amparo del artículo 425.1 de la expresada Ley Orgánica las actuaciones que se 


consideraron necesarias para averiguar los hechos y las responsabilidades 


eventualmente derivadas de ellos y que, en su caso, pudieran ser susceptibles de 


sanción. El Magistrado titular del expediente no compareció a la diligencia de su 


declaración que había sido acordada para el día 17 de febrero de 2016. 


Practicadas las expresadas diligencias se formuló pliego de cargos, con la 


indicación que las resoluciones reseñadas que fueron anuladas por la 
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superioridad por falta de motivación, constituye la falta disciplinaria muy grave 


por la que fue incoado el expediente. 


Evacuando el trámite de audiencia conferido, el Ministerio Fiscal informó 


que la conducta atribuida al expedientado constituye una falta disciplinaria muy 


grave de falta de motivación de las referidas resoluciones, por la que debe 


imponérsele una sanción de suspensión por tiempo de 24 meses.  


TERCERO.- El Promotor de la Acción Disciplinaria propuso que la falta de 


motivación de las resoluciones que fueron anuladas por precisamente por dicho 


motivo por la Audiencia Provincial de Xxx, incurre en la falta disciplinaria muy 


grave prevista en el art. 417.15 LOPJ, por la que procede imponer la sanción de 


suspensión de funciones por tiempo de dos años. 


El Magistrado Ilmo. Sr. D. Xxx no presentó alegaciones al pliego de cargos 


ni a la propuesta de resolución. 


CUARTO.- En la tramitación del presente expediente disciplinario se han 


observado las prescripciones legales establecidas. 


HECHOS PROBADOS 


 PRIMERO.- En las fechas a las que se contraen los hechos que motivaron 


la incoación de este expediente, D. Xxx servía el Juzgado de Xxx (Xxx). 


SEGUNDO.- En su condición de titular del indicado Juzgado de Xxx (Xxx) 


D. Xxx ha dictado las siguientes resoluciones judiciales, que han sido declaradas 


nulas por la Audiencia Provincial de Xxx, al haber apreciado falta de motivación 


en las mismas: 


1ª.- Sentencia nº 38/2014, de 10 de febrero, recaída en un procedimiento 


de modificación de los efectos de una sentencia de separación o de divorcio, nº 


339/2013. En la que tras aportar unos razonamientos de abstracta consideración 
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relativos a la patria potestad, el régimen de visitas y la pensión compensatoria, 


reza: “En las presentes actuaciones no ha quedado suficientemente acreditado el 


cambio en las circunstancias alegado por el demandante, de lo que resulta 


procedente acordar conforme se dirá en la parte dispositiva de la presente 


resolución. (…) Que desestimando la petición de adopción de medidas sobre 


INCIDENTE DE MODIFICACIÓN DE MEDIDAS DEFINITIVAS, ACUERDO con 


carácter definitivo, ABSOLVER a la parte demandada de los pedimentos 


deducidos en su contra en el escrito inicial de demanda.”. 


Dicha sentencia fue anulada por la recaída el 30 de abril de 2015 en el 


Rollo de apelación nº 438/2014, de la Sección 2ª de la AP de Xxx, que declara: 


“…la sentencia apelada contiene una exposición de consideraciones genéricas en 


torno al objeto del procedimiento de modificación de medidas relativas a la patria 


potestad, guarda y custodia, régimen de visitas que son ajenas a los términos 


del debate contradictorio que se circunscribe, exclusivamente, a una petición 


simple y llana en cuya virtud se pretende que se declare extinguida la obligación 


de alimentos establecida a favor de su hija Da.  , si bien interesa que dicha 


declaración adquiera eficacia retroactiva desde el día 19 de octubre de 2006. 


Sobre esta petición debería haber girado el debate y es notorio que ninguna 


referencia explícita se contiene a ella en la sentencia dictada, salvo la referencia 


que se recoge en el párrafo último del fundamento de derecho cuarto que reza 


así: "En las presentes actuaciones no ha quedado suficientemente acreditado el 


cambio en las circunstancias alegado por el demandante, de lo que resulta 


procedente acordar conforme se dirá en la parte dispositiva de la presente 


resolución." Entendemos, humildemente, que dicho párrafo no es capaz de 


colmar una mínima o sucinta motivación y apreciación razonada de los elementos 


de valoración tomados en consideración para dictar resolución, incurriendo ésta 


en un defecto insubsanable que vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva y 


produce real indefensión a la actora-apelante, privada de cualquier posibilidad de 


impugnar un criterio valorativo sobre la prueba por ella propuesta que en 


realidad no existe, al no haberse expresado como tal en la sentencia. En 
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consecuencia, procede declarar la nulidad de pleno derecho de la resolución 


recurrida, retrotrayendo las actuaciones al momento inmediatamente anterior al 


de dictar sentencia para que se pronuncie otra en la que se motive y razone 


adecuadamente la valoración de la prueba documental y testifical practicada en 


autos.”.  


2ª.-  Sentencia nº 123/2014, de 11 de junio, de modificación de los 


efectos establecidos en una sentencia de separación o de divorcio, nº 18/2014. 


En esta sentencia, tras reiterar en literal los argumentos de general 


consideración que se dijeron antes, aporta como razón de su decisión: En las 


presentes actuaciones no ha quedado suficientemente acreditado el cambio en 


las circunstancias alegado por el demandante, de lo que resulta procedente 


acordar conforme se dirá en la parte dispositiva de la presente resolución. (…) 


Que desestimando la petición de adopción de medidas sobre INCIDENTE DE 


MODIFICACIÓN DE MEDIDAS DEFINITIVAS, ACUERDO con carácter definitivo, 


ABSOLVER a la parte demandada de los pedimentos deducidos en su contra en el 


escrito inicial de demanda.”.  


Sentencia anulada por la recaída el 14 de mayo de 2015 en el Rollo de 


apelación nº 31/2015 de la Sección 2ª de la AP de Xxx, que reseña: “Todo ello 


lleva a considerar nula de pleno derecho la sentencia dictada en primera 


instancia de conformidad con lo previsto en los artículos 238 y 240 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial y no como una mera infracción procesal a las que 


hace referencia el número 2 del artículo 465 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 


objeto del proceso, al no encontrarnos simplemente con una sentencia 


incongruente sino evasiva y con una falta total de motivación que 


indudablemente ha producido la - indefensión alegada por la apelante, pues si 


esta Audiencia entrara a conocer del recurso se estaría convirtiendo en una 


primera instancia sin posibilidad de las partes de rebatir los únicos argumentos 


que se les habrían dado (puesto que la primera instancia no contiene ninguno) 


sobre las cuestiones planteadas”. 
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3ª.- Sentencia nº 113/2014, de 25 de junio, recaída en un Juicio penal por 


Faltas, por incumplimiento de obligaciones familiares, cuyo contenido es: 


“ANTECEDENTES DE HECHO Primero.- Que en este Juzgado en funciones de 


guardia se recibió denuncia formulada por XXX contra XXX. Segundo. 


Convocándose a las partes a la celebración de juicio de faltas, ha sido dictada 


sentencia del tenor que se dirá a continuación.  Tercero.- En la tramitación de los 


presentes autos se han observado las prescripciones legales vigentes. HECHOS 


PROBADOS Que en este Juzgado en funciones de guardia se recibió denuncia a 


que se refieren los Antecedentes de esta resolución, sin que en el acto del juicio 


hayan quedado suficientemente acreditadas las circunstancias de la referida 


denuncia. FUNDAMENTOS DE DERECHO  PRIMERO.- En lo que concierne al 


mismo fondo del asunto, dado el principio acusatorio, de acuerdo con el principio 


de presunción de inocencia establecido en el art. 24 C.E., y dando por 


reproducidos los fundamentos de derecho dictados oralmente en el acto del juicio 


según resulta del soporte audiovisual, es por lo que resulta procedente acordar 


conforme se dirá en la parte dispositiva de la presente resolución.  SEGUNDO.- 


En cuanto a las costas causadas en el presente procedimiento, cabe declararlas 


de oficio. Vistos los preceptos legales de general y pertinente aplicación, FALLO 


Que DEBO ALBSOLVER Y ABSUELVO a XXX de los hechos de los que ha sido 


denunciado, declarando de oficio las, costas causadas en el presente 


procedimiento.”. 


Sentencia declarada nula por la Sentencia nº 36/2015, de 4 de mayo, de 


la Sección 2ª de la AP de Xxx al resolver el rollo de apelación, que refiere: “la 


sentencia carece en absoluto de fundamentación, o lo que es lo mismo, el Juez 


no ha plasmado la valoración de las declaraciones de los intervinientes en el 


juicio, y en el caso de los testigos, que sometidos en el juicio a los principios de 


oralidad, inmediación y contradicción, hacen que puedan ser tenidas por 


verdaderas y legítimas pruebas, que necesariamente han de exteriorizarse en la 


fundamentación jurídica de la resolución, por lo que, en definitiva, se desconocen 


las razones que han llevado al Juez "a quo" a dictar resolución en la forma en 
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que lo hace, y tal carencia supone que en la presente alzada el juicio de revisión 


no pueda pronunciarse sobre lo desconocido, por lo que, en definitiva, debe 


declararse a la sentencia carente de razonamientos y formalmente arbitraria, 


vulnerándose en la misma todos los derechos antes expresados, de lo que 


deviene su nulidad de pleno derecho, con reposición de las actuaciones al 


momento procesal inmediatamente anterior, salvo que se hiciera necesario 


repetir el juicio por cualquiera de las causas previstas en la ley, procediéndose a 


dictar nueva sentencia en la forma y con los requisitos en la legislación vigente.”.   


4ª.- Sentencia nº 88/2014, de 22 de mayo, dictada en Juicio penal por 


Faltas de amenazas, nº 20/2014. Su contenido y sentido es idéntico al 


anteriormente reseñado, sin otra distinción que el número del procedimiento y 


reseña de las partes procesales. 


Y fue declarada nula por falta de motivación, por la Sentencia nº 38/2015, 


de 6 de mayo, de la Sección 2ª de la AP de Xxx, al conocer del recurso de 


apelación contra aquélla interpuesto, y mediante una fundamentación también 


idéntica a la antes traída en literal. 


5ª.- Sentencia nº 119/2014, de 25 de junio, recaída en un Juicio por 


Faltas de lesiones imprudentes en accidente de circulación. Su contenido es: “Se 


tiene por suficientemente acreditado que sobre las 18'50 hs. Del día 17 de 


octubre de 2.011, a la altura del pt. Km. 94'500 de la A-5, sentido Badajoz, 


ocurrió un accidente de circulación cuando el camión conducido por el 


denunciado circulaba inmediatamente detrás de otro camión, sin visibilidad 


suficiente, momento en el que el camión que le precedía cambió de carril, así 


como también lo hizo el camión que le seguía en la marcha, y el denunciado se 


vió sorprendido por la existencia de otro camión que estaba parado en el arcén, 


colisionando contra éste y atropellando a su conductor, que falleció, el cual se 


encontraba en la calzada intentando cambiar una rueda pinchada. Por lo demás, 


se dan por reproducidos los hechos declarados probados que han quedado 
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convenientemente grabados en el soporte audiovisual, formando parte de la 


sentencia dictada "in voce" en el mismo acto de finalización de la vista. 


FUNDAMENTOS DE DERECHO PRIMERO.- Los anteriores hechos constituyen una 


falta de Lesiones imprudentes prevista y penada en el art. 621.3° del C.P., a 


cuyo tenor: Los que por imprudencia leve causaran lesión constitutiva de delito 


serán castigados con pena de multa de 1O a 30 días.". De esta Falta es 


responsable en concepto de autora el/la denunciado/a xxx, a quien corresponde 


imponer la sanción de multa de 30 días a razón de 6 € con arresto sustitutorio de 


un día por cada dos de cuotas impagadas, y a que por vía de responsabilidad civil 


indemnice al/los denunciante/s, dando por reproducidas las razones, 


fundamentos, conceptos y cuantías de la sentencia dictada oralmente en el 


mismo acto de finalización del juicio, según resulta del soporte audiovisual.”. 


Sentencia que fue declarada nula, por inexistencia de motivación, por la 


recaída en el rollo de apelación 22/2015, de 28 de julio de 2015, de la Sección 2ª 


de la AP de Xxx, que razona: “de la lectura de la redacción de la sentencia, que 


no aparecen recogidos los hechos probados que conducen a dictar sentencia 


condenatoria, así como tampoco la mínima motivación sobre la condena, por lo 


que procede declarar la nulidad del acto de redacción de la sentencia de fecha 25 


de Junio de 2014 dictada en juicio de faltas 263/13, por supuesta falta contra las 


personas derivada de accidente de tráfico, devolviendo las actuaciones al Juez a 


quo para que redacte la sentencia conforme a los artículos citados». 


6ª.- Auto de 28 de enero de 2014, dictado en PA 612/2011, de 


sobreseimiento provisional del delito de estafa que se investigaba. Las ‘razones’ 


de este Auto son: “UNICO.- De lo actuado no aparece debidamente justificada la 


perpetración del delito que ha dado motivo a la formación de la causa, 


reproduciendo los argumentos manifestados en la vista y que constan en soporte 


audiovisual, por lo que procede decretar el sobreseimiento provisional de las 


actuaciones de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 641-1° y, en su caso, en 


el artículo 779.1.1ª de la Ley de Enjuiciamiento Criminal”. Y las del de 26 de 
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junio, de su reiteración en reforma, son: “ÚNICO.- Las alegaciones del recurso 


no desvirtúan la legalidad de la resolución impugnada, que debe ser confirmada 


con desestimación del recurso.”. 


La Sección 1ª de la AP de Xxx declaró la nulidad de ambos autos en el 


Rollo de Apelación nº 362/2014, mediante Auto nº 25/2015, de 22 de enero, 


pues: “La única posibilidad que tiene esta Sala es la declaración de nulidad de los 


dos autos para que se dicte otro en el que se den las razones por las que el Juez 


a quo estima que los hechos que resulten de las diligencias no constituyen delito 


toda vez que es el único camino de ofrecer a las partes una explicación que 


preserve su derecho a la tutela judicial efectiva”. 


7ª.- Auto de 2 de abril de 2014, en PA nº 1307/2014, de sobreseimiento 


provisional de un presunto delito de alzamiento de bienes. De igual manera que 


el anterior: “De lo actuado no aparece debidamente justificada la perpetración 


del delito que ha dado motivo a la formación de la causa, ni tan siquiera en el 


escrito de denuncia se relatan hechos suficientes que puedan ser constitutivos 


del delito de Alzamiento de Bienes que se imputan al declarante, razón por la 


cual, procede decretar el sobreseimiento provisional de las actuaciones de 


acuerdo con lo dispuesto en el artículo 641-1° y, en su caso, en el artículo 


779.1.1ª de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.”.  La desestimación de su reforma 


tuvo lugar mediante Auto de 21 de julio de 2014, cuyo contenido es idéntico al 


reseñado en el anterior número. 


Declarado nulo por Auto nº 15/2015, de 16 de enero, pues: “Aquí, dada la 


fundamentación de la misma, en este momento y de su lectura, la Sala 


desconoce realmente que concretos elementos facticos se considera que han 


resultado acreditados o no en las diligencias practicadas y por qué, puesto que ni 


siquiera se describe el resultado de las diligencias en que se fundamenta, según 


el auto, el sobreseimiento, solo determinando la resolución que "al no aparecer 


debidamente justificada la perpetración del delito", procede a decretar el 
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sobreseimiento provisional del presente proceso de conformidad con los arts. 


641, 779.1 regla la, LECR. Se trata así de una resolución en la que no consta, 


siquiera sucintamente, el criterio de decisión adaptado al caso concreto”. 


8ª.- Auto de 23 de enero de 2014, de sobreseimiento provisional del PA nº 


956/2013, seguido por un presunto delito de estafa. Exactamente igual que los 


dos anteriores, pues, dice, “De lo actuado no aparece debidamente justificada la 


perpetración del delito que ha dado motivo a la formación de la causa, por lo que 


procede decretar el sobreseimiento provisional de las actuaciones de acuerdo con 


lo dispuesto en el artículo 641-1° y, en su caso, en el artículo 779.1.1ª de la Ley 


de Enjuiciamiento Criminal.”, y se confirma en reforma por auto de 30 de junio 


ya que “Las alegaciones del recurso no desvirtúan la legalidad de la resolución 


impugnada, que debe ser confirmada con desestimación del recurso”. 


Autos declarados nulos por inexistencia de motivación, mediante Auto nº 


331/2014, de 7 de noviembre, de la Sección 1ª de la AP de Xxx, que manifiesta: 


“En pocas ocasiones esta Sala ha tenido ocasión de resolver un recurso en el que 


las resoluciones judiciales demuestren tanta falta de respeto a los derechos 


constitucionalmente garantizados a las partes de un proceso siendo de recordar 


que el deber de motivación no es solo un requisito de forma de las resoluciones 


judiciales sino una condición de validez de las mismas porque con ello se evita la 


arbitrariedad de lo resuelto de modo que cuando se omite toda motivación, como 


es el caso, no solo adolece de vicio de forma sino que en realidad se está ante 


una resolución que no existe, en el plano constitucional, y que puede ser tachada 


de arbitraria en tanto que no expresa las razones por las que se decide. La única 


posibilidad que tiene esta Sala es la declaración de nulidad de los dos autos para 


que se dicte otro en el que se den las razones por las que el Juez a quo estima 


que los hechos que resulten de las diligencias no constituyen delito toda vez que 


es el único camino de poder dar una respuesta ajustada a las pretensiones de las 


partes“. 
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9º.- Auto de 17 de abril de 2013, de sobreseimiento provisional del delito 


de impago de pensiones que se investigaba en el PA 1849/2012, y confirmación 


mediante la desestimación de su reforma por Auto de 4 de julio de 2014. Las 


razones de ambos Autos son idénticas a las expresadas en los tres números 


anteriores. 


Resoluciones nulas por inexistencia de motivación, según fue declarado en 


el Auto nº 2/2015, de 8 de enero, al conocer de su apelación, pues: “Se trata así 


de una resolución en la que no consta, siquiera sucintamente, el criterio de 


decisión adaptado al caso concreto, debiendo estimarse, como indica la 


recurrente, que ello constituye un defecto formal del auto susceptible de causar 


indefensión dado que con la resolución dictada, termina desconociendo la 


denunciante las razones por las que se entiende que no está debidamente 


justificada la perpetración del delito por el que la causa se ha incoado, ni porque 


no concurren indicios suficientes por los que apreciar que la parte denunciada ha 


cometido algún delito en los hechos denunciados, por lo que así las cosas la 


recurrente en justicia puede perfectamente ignorar porque se considera no 


justificada la perpetración en los hechos denunciados de un delito, más allá de 


genéricas fórmulas de estilo que serían tan válidas para este como para cualquier 


otro caso y que no descienden al ámbito concreto de la presente instrucción, 


para motivar mínimamente, puesto que tampoco es precisa una extensa 


fundamentación, la decisión que se adopta, ello en contra de lo que establece el 


art. 120 de la LEC, el art. 248 de la LOPJ y en 141 de la LECR.”. 


10ª.- Auto de 17 de diciembre de 2013, de sobreseimiento libre de las DP 


1349/2013 incoadas por querella por la presunta comisión de delitos de 


apropiación indebida, estafa y falsedad documental. La razón del sobreseimiento 


libre fue: “Desprendiéndose, además, de las mismas, que los hechos a que se 


refieren no son constitutivos de infracción penal, procede, de acuerdo con lo 


dispuesto en el artículo 637.2 y, en su caso, en la regla primera, inciso primero 


del artículo 779.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, acordar el 
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SOBRESEIMIENTO LIBRE Y EL ARCHIVO de las mismas”, razonamiento que fue 


confirmado en reforma mediante Auto de 30 de junio: “Las alegaciones del 


recurso no desvirtúan la legalidad de la resolución impugnada, que debe ser 


confirmada con desestimación del recurso”. 


Autos declarados nulos por inexistencia de motivación respecto la falsedad 


documental, mediante Auto de 5 de marzo de 2015, en el Rollo 12/2015, ya que: 


“el sobreseimiento libre que se acuerda efectivamente ni resulta de elemento 


objetivo obrante ya de inicio en los autos ni esta como se ha dicho en absoluto 


motivado pese a sus consecuencias equivalentes a una absolución. Por todo ello, 


no puede acogerse lo alegado por el Ministerio Fiscal y la única posibilidad que 


tiene esta Sala es la declaración de nulidad de los dos autos para que se dicte 


otro en el que se den las razones por las que el Juez a quo estima que los hechos 


que resulten de las diligencias no constituyen delito toda vez que es el único 


camino de ofrecer a las partes una explicación que preserve su derecho a la 


tutela judicial efectiva”.  


11ª.- Auto de 26 de agosto de 2014, en PA 1276/2013, que en reforma 


acuerda inadmitir la querella contra cinco personas y un Ayuntamiento, 


dejándola admitida respecto otras dos, pues: “ÚNICO.- Deben acogerse 


favorablemente las alegaciones de los escritos de los recursos, que ponen de 


manifiesto la necesidad de revocar la resolución impugnada”. 


Auto cuya nulidad se declaró en apelación por Auto nº 83/2015, de 5 de 


marzo, de la Sección 1ª de la AP de Xxx, ya que; “La única posibilidad que tiene 


esta Sala es la declaración de nulidad de este auto para que se dicte otro en el 


que se den las razones por las que el Juez a quo estima que los hechos y las 


conductas que resultan de la querella de las seis personas respecto de las que no 


se admite no constituyen delito y la diferencia con las conductas de las dos 


personas por las que si se admite, toda vez que es el único camino de ofrecer a 







 
 
 
 
 


  
           


  
 
 


12 


 


 
 


 


CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 


COMISION DISCIPLIN ARIA  


todas las partes una explicación que preserve su derecho a la tutela judicial 


efectiva”.  


12ª.- Auto de 4 de julio de 2014, en el PA nº 161/2011, seguido por un 


presunto delito de falsificación de documentos públicos. El referido Auto decide 


estimar el recurso de reforma interpuesto contra otro anterior, que no identifica 


en qué consistió, ni la razón del cambio de decisión, al limitarse a traer la 


idéntica expresión reseñada en el número anterior. 


El fº jº 2º del Auto nº 101/2015, de 12 de marzo, de la Sección 1ª de la 


AP de Xxx aprecia la falta de motivación de la reforma: “Apreciase de lo relatado 


que el Instructor, con clara infracción de lo que constituye una ineludible 


obligación procesal, la motivación de las resoluciones, por causas que el sólo 


conoce, pero que tanto para el recurrente como para los impugnantes de su 


recurso, resultan absolutamente ignotas, cambia su criterio sin razonarlo, y 


donde antes estimó necesaria la práctica de una prueba, un año más tarde la 


deniega, por lo que está situando a denunciante y denunciado, como al acusador 


público, en absoluta situación de indefensión”, si bien no termina anulando dada 


las circunstancias del caso. 


13ª.- Auto de 8 de mayo de 2013, de sobreseimiento provisional del PA 


231/2012, seguido por un delito de usurpación, si bien la identificación del tipo 


delictivo no se recoge en la resolución, que reseña: “ÚNICO.- El presente 


procedimiento se incoó por los hechos que resultan de las anteriores actuaciones, 


habiéndose practicado las diligencias de investigación que constan en autos. 


FUNDAMENTOS DE DERECHO UNICO.- A la vista del oficio remitido por la 


Comisaría de Policía en fecha 13-2-2013 y fecha de la denuncia, se acuerda el 


archivo de las presentes actuaciones contra los imputados, pues no existen 


indicios racionales contra los mismos en la fecha de los hechos, procediendo a 


decretar el sobreseimiento provisional de las actuaciones de acuerdo con lo 


dispuesto en el artículo 641-1° y, en su caso, en el artículo 779.1.1ª de la Ley de 
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Enjuiciamiento Criminal.”.  Este Auto fue confirmado en reforma, por Auto de 30 


de junio de 2014, que reitera que: “ÚNICO.- Las alegaciones del recurso no 


desvirtúan la legalidad de la resolución impugnada, que debe ser confirmada con 


desestimación del recurso, dando por reproducida la fundamentación del auto 


recurrido.”.  


Y declarado nulo por falta de motivación por Auto nº 13/2015, de 16 de 


enero. Esta resolución de alzada enseña: “Se trata así de una resolución en la 


que no consta, siquiera sucintamente, el criterio de decisión adaptado al caso 


concreto, debiendo estimarse, como indica la recurrente, que ello constituye un 


defecto formal del auto susceptible de causar indefensión dado que con la 


resolución dictada, termina desconociendo la denunciante las razones por las que 


se entiende que no está debidamente justificada la perpetración del delito por el 


que la causa se ha incoado, ni porque no concurren indicios suficientes por los 


que apreciar que la parte denunciada ha cometido algún delito en los hechos 


denunciados, por lo que así las cosas la recurrente en justicia puede 


perfectamente ignorar porque se considera no justificada la perpetración en los 


hechos denunciados de un delito, más allá de genéricas fórmulas de estilo que 


serían tan válidas para este como para cualquier otro caso y que no descienden 


al ámbito concreto de la presente instrucción, para motivar mínimamente”.  


14ª.- Auto de sobreseimiento libre de 14 de enero de 2014, en DP 


1229/2012 por un presunto delito de intrusismo, que reseña: “El presente 


procedimiento, se incoó por los hechos que resultan de las anteriores 


actuaciones, habiéndose practicado las diligencias de investigación que constan 


en autos. FUNDAMENTOS DE DERECHO ÚNICO.- Las actuaciones practicadas 


acreditan la inexistencia de indicios racionales de haberse perpetrado el hecho 


que ha dado lugar a la formación de la presente causa, por lo que, de acuerdo 


con lo dispuesto en el artículo 637.1 y, en su caso, en la regla primera, inciso 


primero del artículo 779.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procede acordar 


el SOBRESEIMIENTO LIBRE Y EL ARCHIVO de las mismas.”.  
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El Auto, fue confirmado en reforma dado que “Las alegaciones del recurso 


no desvirtúan la legalidad de la resolución impugnada, que debe ser confirmada 


con desestimación del recurso dándose por reproducida la fundamentación del 


auto recurrido.”, y declarado nulo por la Sección 1ª de la AP de Xxx, la que 


mediante Auto nº 395/2014, de 18 de diciembre, motiva: “Al igual que sucedió 


en supuestos anteriores y respecto del mismo Juzgado esta Sala no está en 


condiciones de dar una respuesta adecuada a las pretensiones de las partes 


porque con el más absoluto desprecio al cumplimiento de la exigencia 


constitucional de motivación de la resoluciones judiciales, art. 120 de la 


Constitución, más aun cuando se trata, como es el caso, de un sobreseimiento 


libre, el juez a quo se ha limitado a colocar dos impresos preconcebidos sin 


exponer cuales son las razones por las que estima que los hechos han de 


terminar con un auto que tiene eficacia de cosa juzgada en cuanto que declara 


que los mismos no constituyen delito.- 


SEGUNDO: Y no solo es que no se expresen las razones jurídicas para 


entender que no existe delito, es que ni tan siquiera en los autos dictados se 


contiene una indicación de hechos resultantes de la instrucción que constituyen 


la base de su decisión.”.  


15ª.- Auto de 7 de marzo de 2014, en Juicio rápido 7/2014, de 


sobreseimiento provisional de un delito de violencia de género, que expresa: 


“ÚNICO.- En atención a las diligencias practicadas en estas actuaciones, 


considerando que no procede por el momento la realización de nuevas 


indagaciones' y estimando que no existen indicios suficientes para formular una' 


acusación fundada en derecho, procede decretar el sobreseimiento provisional 


del presente proceso, de conformidad con los artículos 641,779.1 regla la y 


798.3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.”, confirmado en reforma por Auto de 


14 de julio de 2014, ya que “Las alegaciones del recurso no desvirtúan la 
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legalidad de la resolución impugnada, que debe ser confirmada con 


desestimación del recurso”. 


Y declarado nulo por el Auto nº 315/2014, de 11 de noviembre, de la 


Sección 1ª de la AP de Xxx, la que al conocer de su apelación expuso: “No es 


solo, como dice el Ministerio Fiscal, que el auto de catorce de julio, por el que se 


desestimaba el recurso de reforma interpuesto contra el auto de siete de marzo, 


esté falto de motivación, es que el propio auto que pone fin de forma provisional 


al procedimiento es una muestra paradigmática de total omisión de las razones, 


fácticas y jurídicas, la resolución combatida. Ni aun con el mayor de los esfuerzos 


es posible explicar y justificar que los autos recurridos tengan un mínimo de 


motivación porque de no ser por la indicación de las partes se trata de 


resoluciones que pueden servir para acordar el archivo de este procedimiento o 


de cualquier otro. No se dice cuáles son las diligencias que se han practicado y 


tenido en cuenta, por tanto cuales son los hechos que de forma indiciaria están 


acreditados o no, no se hace el correlativo juicio de valoración entre las 


diligencias y los hechos, en definitiva, no se hace el más mínimo esfuerzo de 


explicación de los motivos por los que se dicta el auto lo que le convierte en 


arbitrario y por ende nulo.- SEGUNDO: Al igual que se dijo en el auto ya citado la 


única solución con cuenta esta Sala a fin de poder ofrecer a las partes una 


explicación que preserve su derecho a la tutela judicial efectiva es declarar la 


nulidad del auto para que por el mismo juez que lo dictó se dicte otro que 


respete las mínimas exigencias de motivación.”.  


TERCERO.- D. Xxx dictó igualmente las siguientes resoluciones judiciales, 


cuya consideración se contiene en la propuesta de resolución: 


1ª.- Sentencia 42/2014, de 13 de septiembre, de divorcio. Anulada por la 


Sentencia 288/2014 de la Sección 2ª de la AP de Xxx, por incongruencia, al no 


pronunciarse sobre la solicitud de atribución de uso y disfrute de la vivienda 


conyugal o establecimiento de una pensión compensatoria.  
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2ª.- Auto de 27 de febrero de 2014 en el incidente de ejecución 


hipotecaria 88/2013, que desestimó el incidente de nulidad de actuaciones 


planteado por no referir no concurrir el supuesto previsto en el art. 241 LOPJ. 


Anulado por Auto de 21 de octubre de 2014 de la Sección 2ª de la AP de Xxx, al 


razonar que aquel medio procesal pudo ser aprovechado por el juzgador de 


instancia para resolver la posible abusividad de una clausula contenida en un 


préstamo hipotecario. 


3ª.- Sentencia 74/2014, de 17 de noviembre, de Juicio por Falta de 


lesiones, que fue declarada nula por la Sentencia nº 90/2015 de la Sección 2ª de 


la AP de Xxx, por incongruencia al no contener valoración de la prueba respecto 


a la manifestación exculpatoria del denunciado, relativa a que sufrió un previo 


ataque de los perros del denunciante. 


4ª.- Auto de 20 de marzo de 2014, en el PA 1177/2013, de 


sobreseimiento provisional de un delito de amenazas, que fue anulado por el 


Auto nº 5/2015, en el Rollo de apelación 364/2014, de la Sección 1ª de la AP de 


Xxx, al incurrir el apelado en incongruencia omisiva, por pronunciarse sobre las 


amenazas recibidas por parte pero no por la totalidad de los sujetos pasivos. 


5ª.- Sentencias recaídas en los Juicios por Faltas 75/2012, 71/2015, 


73/2015, 67/2015, 92/2015, 82/2015, 97/2015, 87/2015, 80/2015, 123/2015, 


121/2015, 118/2015, 119/2015, 106/2015 y 100/2015. Todas ellas recurridas 


en apelación por el Ministerio Fiscal, si bien no consta en el expediente el sentido 


de la resolución de la Audiencia Provincial. 


FUNDAMENTOS DE DERECHO 


 PRIMERO.- El relato contenido en el hecho probado segundo resulta 


acreditado de las certificaciones de las resoluciones dictadas por el Ilmo. Sr. D. 


Xxx, como titular del Juzgado del Juzgado de Xxx (Xxx), y de las emitidas por la 


Audiencia Provincial de Xxx al conocer de los recursos de apelación interpuestos 
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contra aquéllas; y son constitutivos de una infracción disciplinaria muy grave 


prevista en el artículo 417.15 de la LOPJ, consistente en “la absoluta y manifiesta 


falta de motivación de las resoluciones judiciales que la precisen, siempre que 


dicha falta haya sido apreciada en resolución judicial firme”.  


 SEGUNDO.- Lo primero que procede remarcar cuando se trata de la 


referida falta disciplinaria es que se trata de una infracción muy grave, porque se 


corresponde con el incumplimiento del deber que impone directamente artículo 


120 de la Constitución, por el que las sentencias serán siempre motivadas y se 


pronunciarán en audiencia pública.  


 Aun cuando dicho precepto  se refiera solo a las sentencias, el Tribunal 


Constitucional siempre ha estimado que los autos judiciales, en especial los 


dictados en procedimientos penales, se hallan abarcados por la garantía 


constitucional de motivación de las sentencias (por ejemplo STC 41/1982, 


56/1987, 8/1990, 13/1994,41/1996, 55/1999, 126/2000, 299/2000 y 


110/2003). Es más, a los efectos que importan aquí, no debe olvidarse que la 


presente falta disciplinaria no excluye de su descripción normativa a los autos, 


por cuanto se refiere a "la absoluta y manifiesta falta de motivación de las 


resoluciones judiciales que la precisen...”, como significativamente son los 


supuestos de los autos que finalizan el proceso penal al declarar el 


sobreseimiento de los delitos investigados, y los resolutorios de los recursos de 


reforma interpuestos contra los anteriores. 


 Esto es así por cuanto la potestad jurisdiccional que ejercen los Juzgados y 


Tribunales precisa esencialmente de la motivación. Sin ella, sin la exteriorización 


en sus sentencias y autos del itinerario racional que han seguido para dirimir la 


controversia sometida a su enjuiciamiento a partir de los hechos y fundamentos 


jurídicos expuestos en el proceso, no sólo quedarían las partes privadas de la 


posibilidad de combatir, mediante los recursos previstos por las leyes, las 


decisiones que les perjudiquen. Además, la total falta una explicación adecuada 
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de la razón de decidir impediría distinguir la aplicación judicial del Derecho de la 


simple arbitrariedad. En este mismo sentido, la STC 55/1987 y 232/1997 


expresan que <<Sólo la motivación razonada y suficiente (cabe una motivación 


sucinta) permite el ejercicio del derecho a la tutela judicial, porque una 


motivación no razonada, arbitraria o radicalmente contradictoria, en sí misma, o 


en relación con las pretensiones de las partes, es equivalente, en definitiva, a 


una verdadera denegación de justicia, a una no respuesta judicial>>. 


 La jurisdicción confiada al Poder Judicial requiere la independencia, 


imparcialidad y responsabilidad de quien la ejerce, que tenga lugar en el marco 


de un proceso público con todas las garantías para las partes, se ajuste a la 


Constitución y al resto del ordenamiento jurídico en la decisión en que se 


concreta y que se haya de manifestar a través de sentencias motivadas. Sin 


cualquiera de estos presupuestos se desnaturaliza el Estado de Derecho y, en 


particular, la falta de motivación de las resoluciones judiciales que la requieren 


no sólo abre la puerta a la arbitrariedad judicial y crea indefensión a las partes. 


También deslegitima a los Juzgados y Tribunales porque priva a los ciudadanos 


del conocimiento de las razones que, en Derecho, imponen un determinado fallo. 


Por eso, puede decirse que, en realidad, en nuestro ordenamiento constitucional, 


sin motivación no hay jurisdicción. 


 TERCERO.- Remarcada la relevancia que en un Estado de Derecho tiene la 


motivación de las resoluciones judiciales, cabe igualmente resaltar que el ámbito 


de la presente infracción disciplinaria reside únicamente en la radical ausencia de 


toda fundamentación, entendida en sentido formal y sustancial: esta es, la que 


se produce cuando en el texto de una sentencia o de un auto, con independencia 


de su extensión, no se encuentra la razón que conduce al fallo o que lleva a 


establecer los presupuestos de los que depende directamente.  


 De esta manera, la Sentencia de 2 de noviembre de 2009 TS3ª (recurso 


611/2007), que reproduce lo ya dicho en la anterior de 2 de marzo de 2009 
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(recurso 564/2007), determina y concreta el tipo señalando: <<la falta de 


motivación del artículo 417.15 no se corresponde con el vicio o defecto suficiente 


para fundar la anulación de una sentencia. No estamos ante un concepto de 


técnica procesal referible al silencio sobre alguna pretensión, es decir, a la mera 


incongruencia omisiva. Cuando se habla de "absoluta y manifiesta falta de 


motivación" se está contemplando otra cosa, algo cualitativamente distinto: la 


radical ausencia de toda fundamentación. Ausencia entendida, no sólo en sentido 


formal, sino sustancial. O sea, la que se produce cuando en el texto de una 


sentencia o de un auto, con independencia de su extensión, no se encuentra la 


ratio decidendi que conduce al fallo o que lleva a establecer los presupuestos de 


los que depende directamente. En otras palabras, la que se da cuando no cuenta 


con la motivación que debe contener, la que trae causa del debate procesal 


desarrollado ante el juez.  


 Por tanto, la conducta castigada por el artículo 417.15 de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial, consiste en no ofrecer ninguna explicación de por qué se 


resuelve de un modo y no de otro a partir de los resultados del proceso. A eso se 


refiere el calificativo "absoluta". Esa nota distintiva, sin embargo, no basta. La 


falta de motivación, además de absoluta ha de ser "manifiesta". Este término 


potencia al anterior pues significa que es ostensible que la resolución no ofrece 


las claves de la decisión en la que culmina, que no depende de operaciones 


interpretativas advertirlo>>. Doctrina jurisprudencial reiterada en Sentencias de 


2 de julio de 2012, 1 de abril de 2014 y 29 de abril de 2015 TS3ª (recurso 


3541/2011, 24/2013 y 334/2013). 


 Una última precisión es necesaria, pues para justificar la actuación 


sancionadora por esta infracción muy grave en una resolución que la exija no es 


suficiente con que carezca absoluta y manifiestamente de motivación. Hace falta 


además que concurra el requisito de procedibilidad que contempla el tipo 


infractor; este es, que si la resolución es recurrible se aprecia tal defecto esencial 


en sentencia firme se aprecie tal defecto esencial, siendo éste precisamente el 
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momento que marca el día inicial del cómputo de la prescripción de la falta 


(Sentencias 2 de noviembre de 2009 y 29 de abril de 2015 TS3ª citadas). Y, si 


no lo es, que medie denuncia de las partes. Así, pues, el Consejo General del 


Poder Judicial nunca puede proceder de oficio ni, tampoco, a instancia de 


terceros en el primer caso y, en el segundo, únicamente podrá hacerlo si lo piden 


quienes tienen la condición procesal de parte. 


  A modo de conclusión de todo lo que se ha venido exponiendo, el deber 


de motivación de las resoluciones judiciales no impone una determinada 


extensión o un cierto modo de razonar, sino que debe ser la que en cada caso se 


estime suficiente y adecuada para permitir conocer los criterios fundamentadores 


de la decisión 


 CUARTO.- Haciendo aplicación de lo anterior al caso, aparece, en primer 


término, que las dos sentencias dictadas por el Magistrado expedientado en 


procedimientos de modificación de los efectos de sendas sentencias de 


separación o de divorcio adolecen de un radical defecto de motivación, ya que 


faltan en ellas los razonamientos imprescindibles sobre los concretos hechos y 


pruebas en que descansan los fallos correspondientes, tal como afirmó la 


Audiencia Provincial de Xxx al conocer los recursos de apelación interpuestos 


contra las mismas, al punto que con una redacción absolutamente genérica e 


idéntica entre sí niega producido el cambio de las circunstancias que fueron 


tenidas en consideración en la fecha de la separación o divorcio, que sin embargo 


no se explica ni razona. De esta manera, puede afirmarse que dicha falta de 


motivación resulta “absoluta”, al no ofrecer ninguna explicación de por qué se 


resuelve de un modo y no de otro a partir de los resultados del proceso y 


“manifiesta”, al resultar ostensible que las resoluciones dictadas por el 


Magistrado-Juez no ofrecen las claves de la decisión en las que culminan, ya que 


tiene como único sustento aquel relato de abstracta consideración, que permitiría 


de igual manera llegar a un resultado o a su contrario, con relación cualquier 


pretensión contenida en un proceso matrimonial. 
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 Las tres sentencias recaídas en los procesos penales de Juicios por Faltas 


comparten idéntica manera de no razonar, al remitirse a lo expresado in voce en 


el acto del Juicio, que no se dice en qué consiste ni se documenta. Esta práctica, 


de no consignar en la sentencia qué hechos quedan probados o remitirse a los 


que resultan de la grabación del acta –que tampoco se reseñan-, efectuando 


exactamente igual respecto los fundamentos de derecho, permitió al Ilmo. Sr. 


Xxx dictar sentencia absolutoria mediante un mismo y genérico texto en un 


Juicio de Faltas por incumplimiento de obligaciones familiares, que en otro por 


amenazas e, incluso, llegar a un resultado de condena de una falta de lesiones 


imprudentes en accidente de circulación. Esta manera de conducirse en sus 


funciones judiciales significa un incumplimiento no solo de las exigencias 


contenidas en el art. 142 Lecrim. o  art. 248 LOPJ, como, en especial, de la 


necesidad que las sentencias contengan la expresión del discurso que conduce al 


sentido de la decisión adoptada, que es lo que diferencia nuestro sistema judicial 


de otros alejados del que es propio de un Estado de Derecho, que es lo que sin 


embargo resulta o aparece de las resoluciones objeto del expediente 


disciplinario.  


 Sucede de parecida manera respecto de las restantes resoluciones 


contenidas en el hecho probado segundo de esta resolución, relativas a los autos 


de sobreseimiento provisional, de sobreseimiento libre y los resolutorios de 


recursos de reforma. Los Autos se limitan a la afirmación que los hechos 


denunciados no quedan probados o que no son constitutivos de delitos, y los 


recursos de reforma a la simple mención que “el recurso no desvirtúa la legalidad 


de la resolución impugnada”, o, justamente lo contrario, que el recurso de 


reforma “debe acogerse favorablemente”, sin identificar el hecho novedoso o la 


razón jurídica que en reforma permite llegar a una conclusión contraria a la que 


previamente el mismo instructor había acordado. En todos aquellos casos se 


trata de formularios abstractos, radicalmente carentes de especificidad alguna, 


que precisamente por nada razonar permitiría su utilización en cualquier proceso 


penal, sea cual fuera su objeto y cuestiones concernidas. Y si bien el empleo de 
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modelos estereotipados y de formularios, necesarios en términos de operatividad 


y siempre orientados a lograr una tutela judicial eficaz, no debe entenderse en 


modo alguno como inobservancia del apuntado deber de motivación, ello lo es 


siempre y cuando que el empleo de dicha técnica se adapte a las particularidades 


del caso en cuestión y proporcione una respuesta adecuada a las pretensiones 


planteadas en cada caso. Esto por cuanto, en palabras de la STC 74/1990, 


reiteradas en STC 97/1996, 188/1999 y 9/2003, la utilización de impresos <<Es 


constitucionalmente admisible siempre que la resolución jurisdiccional esté 


suficientemente motivada y que atienda congruentemente al núcleo de las 


pretensiones de las partes>>, que es precisamente lo que aquí no sucede, 


conforme fue apreciado por la Audiencia Provincial al conocer de cada uno de los 


recursos de apelación interpuestos contra estas resoluciones. 


 QUINTO.- Abundando en esta cuestión, la Sentencia de 2 de julio de 2012 


TS3ª (citada) declara que <<la apreciación de esa circunstancia la confía la Ley 


Orgánica, cuando la resolución es impugnable, al tribunal encargado de conocer 


de ella en vía de recurso que es, precisamente, lo que ha sucedido aquí. Y a ese 


juicio hemos de estar salvo que fuera claramente equivocado, cosa que no 


sucede en este caso pues la motivación que no puede faltar es, justamente, la 


que conduce a la decisión y el auto no la ofrece aunque sí contenga otra 


distinta>>. Doctrina que igualmente es aquí de aplicación, puesto que, como 


expone la Audiencia Provincial de Xxx al conocer cada una de las resoluciones 


objeto del expediente, las resoluciones dictadas por el Ilmo. Sr. Xxx no valoran 


las pruebas practicadas y se limitan a señalar argumentos genéricos que 


responden a un formulario previamente establecido que, dado el carácter 


abstracto en que vienen redactados, sin aporte de ninguna especificación al caso, 


inatienden de manera absoluta y manifiesta el núcleo de las pretensiones y los 


términos en los que venía configurado el debate procesal en cada uno de tales 


casos. 
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 En definitiva, si bien el deber de motivación de las resoluciones judiciales 


no impone una determinada extensión o un cierto modo de razonar, sí ha de ser 


la suficiente y adecuada para permitir en cada caso conocer los criterios 


fundamentadores de la decisión y resulta con evidencia que ni las sentencias ni 


los autos identificados contienen la explicación del porqué i) resuelven que no se 


ha producido cambio en las circunstancias tenidas en consideración en los 


procesos de modificación de los efectos de las sentencias de separación o de 


divorcio reseñadas con los números 1ª y 2ª del hecho segundo de esta 


resolución; ii) llegan al resultado de absolver en dos casos o condenar en un 


tercero, en las sentencias de Juicios por Faltas a que se refieren las resoluciones 


3ª a 5ª de aquel hecho probado, o: iii) declaran el sobreseimiento de las 


diligencias penales o cambian radicalmente el sentido al que anteriormente había 


llegado el instructor respecto la admisión de una denuncia o de una querella, en 


las resoluciones 6ª a 15ª del referido hecho probado segundo. Al punto que con 


aquellas invocaciones de general aplicación cabría resolver cualquier Juicio 


matrimonial, cualquiera que fuera su casuística, acordar el sobreseimiento de 


toda causa penal o después llegar al resultado contrario.  Siendo así, las 


sentencias y autos dictados por el Ilmo. Sr. D. Xxx que se contienen en el hecho 


probado segundo omitieron el contenido explicatorio mínimo de cada uno de sus 


pronunciamientos, no ofrecieron los hechos esenciales y los razonamientos 


jurídicos básicos y, por último, prescindieron de manera absoluta y clamorosa de 


las particularidades propias del supuesto controvertido, todo esto en los términos 


declarados por la superioridad en las resoluciones firmes que declararon la 


nulidad de los referidos autos, y esta Comisión Disciplinaria acaba de reseñar. 


 Sin embargo no cabe incardinar en la presente falta muy grave las 


resoluciones judiciales identificadas en el hecho probado tercero, pues vienen 


referidas a supuestos en los que el motivo de la nulidad procesal no es tanto la 


falta de motivación, con los caracteres de absoluta y manifiesta que se han 


explicado, como su incongruencia omisiva respecto alguna de las pretensiones 


oportunamente deducidas (supuesto de los números 1º a 4º), o no consta en el 
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expediente el dictado y sentido de la resolución de apelación (supuesto de las 


resoluciones recogidas en el número 5º de dicho hecho tercero). 


 SEXTO.- Procede determinar, seguidamente, la sanción que debe 


imponerse en este caso.  


 A los indicados efectos es preciso señalar que, como tiene declarado la 


jurisprudencia contencioso-administrativa –de la que es último ejemplo la 


Sentencia de 31 de marzo de 2016 TS3ª, recurso 758/2015-, el principio de 


proporcionalidad de las sanciones requiere que su concreta aplicación se 


desarrolle ponderando y sopesando correctamente las específicas circunstancias 


del caso en cuestión, a fin de lograr la debida y necesaria adecuación entre los 


hechos imputados y la responsabilidad exigida, de suerte que toda sanción debe 


determinarse en congruencia directa con la entidad de la infracción cometida y 


las particularidades fácticas y objetivas del supuesto sancionado.  


 De esta forma, la precisa graduación de la sanción que ha de imponerse 


debe llevarse a cabo atendiendo el carácter reiterado o esporádico de la 


infracción, el tiempo más o menos reciente de incorporación del expedientado a 


la Carrera Judicial y la perturbación producida en el funcionamiento del órgano 


judicial. Circunstancias todas estas que denotan la casuística con la que debe ser 


abordada la imposición de una sanción por la presente falta disciplinaria, y que 


en la experiencia que enseña la jurisprudencia discurre entre 5 días de 


suspensión por una sentencia (supuesto a que se refiere la STS de 1 de abril de 


2014), 7 días de suspensión por dos sentencias y dos autos (STS de 29 de abril 


de 2015), 2 meses de suspensión por dos resoluciones (STC de 2 de julio de 


2012), hasta 7 meses por seis sentencias (STS 2 de marzo de 2009 y 2 de 


noviembre de 2009). 


 Pues bien, a este efecto de la individualización de la sanción a la real 


entidad de la infracción, debe considerarse el número extraordinariamente 


elevado de resoluciones dictadas de manera inmotivada, pero también el 
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carácter injustificado de dicha transgresión, atendiendo tanto la experiencia 


profesional del Magistrado, como que esta se produjo en numerosas ocasiones 


de manera duplicada en un mismo expediente, ocasionando en todos los casos 


una grave dilación en la resolución de los procesos tendentes a la obtención de 


una resolución motivada que pusiera fin a la controversia. Siendo así, y teniendo 


en cuenta que los hechos han quedado concretados en la falta de motivación de 


las resoluciones definitivas en dos procesos civiles y en trece procesos penales, 


con más las circunstancias acabadas de exponer, se estima adecuado imponer al 


expedientado la sanción de suspensión de siete meses, considerando que la 


misma guarda la adecuada proporción y proporcionalidad con la gravedad de los 


hechos objeto de este procedimiento disciplinario. 


En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de 


general aplicación, la Comisión Disciplinaria, en su reunión del día 29 de junio de 


2016, y por unanimidad, 


 


ACUERDA 


 


Imponer al Ilmo. Sr. D. Xxx, por su actuación como Magistrado del 


Juzgado de Xxx, la sanción de suspensión por tiempo de 7 meses, como 


responsable de una falta disciplinaria muy grave prevista en el artículo 417.15 de 


la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 


 Notifíquese este acuerdo al interesado y la Excma. Sra. Fiscal General 


del Estado, advirtiéndoles que contra el presente acuerdo podrá, en su caso, 


interponer recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder Judicial 


en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación. 


Comuníquese el presente acuerdo al  Excmo. Sr. Presidente del Tribunal 
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Superior de Justicia de Xxx, al Promotor de la Acción Disciplinaria y remítase 


nota al Servicio de Personal Judicial (Sección Régimen Jurídico de Magistrados) 


de este Consejo General del Poder Judicial. 


 


 


 


 


Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy 








 
 
 
 
 


  
           


  
 
 


1 


 


 
 


 


CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 


COMISION DISCIPLIN ARIA  


En Madrid, a 29 de junio de 2016 


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, integrada 


por su Presidente, Excmo. Sr. Sr. D. WENCESLAO FRANCISCO OLEA GODOY, y 


los/las Vocales Excmos/as. Sres/as. D. VICENTE GUILARTE GUTIÉRREZ, Dª 


CARMEN LLOMBART PÉREZ, D. ENRIQUE LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, Dª 


MARIA VICTORIA CINTO LAPUENTE, Dª ROSER BACH i FABREGÓ y Dª MARÍA 


ÁNGELES CARMONA VERGARA, ha visto el Expediente Disciplinario nº xx/2016, 


instruido contra el Ilmo. Sr. D. XXX, por su actuación como Magistrado-Juez del 


Juzgado de xxx, por la presunta comisión de una falta muy grave de desatención 


o de retraso injustificado en la tramitación de los procesos y causas de los que 


conoce en ejercicio de su función. 


ANTECEDENTES 


PRIMERO.- A la vista de una queja por el retraso en el dictado de una 


sentencia de incapacitación y en la tramitación de unas Diligencias Previas, y del 


informe de la Fiscalía de la Audiencia Provincial de Xxx relativo al retraso en la 


tramitación y resolución de procedimientos, el Promotor de la Acción Disciplinaria 


acordó incoar en fecha 12 de enero de 2016 el presente expediente disciplinario, 


por la posible comisión de una falta disciplinaria prevista en los artículos 417.9, 


418.11 o 419.3 de la Ley Orgánica 6/19858, de 1 de julio, del Poder Judicial. 


SEGUNDO.- Notificado el citado acuerdo al interesado, se practicaron las 


actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos objeto del 


expediente; y, entre ellas, la citación para declaración al Magistrado 


expedientado en fecha 17 de febrero de 2016, dándose por efectuado el trámite 


conforme a lo previsto en el artículo 59.1 y 4 de la Ley de Procedimiento 


Administrativo Común y dictándose a continuación Pliego de Cargos con la 


indicación que los hechos reflejados pudieran constituir una falta muy grave de 


desatención y de retraso injustificado, o una falta grave de retraso o, 
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alternativamente, una infracción leve de incumplimiento injustificado de plazos 


procesales  


El Ministerio Fiscal, informó que la gravedad y persistencia del retraso 


atribuible al expedientado debe traducirse en la imposición de una sanción 


disciplinaria de suspensión por tiempo de seis meses, como responsable de una 


falta disciplinaria muy grave prevista en el artículo 417.9 de la LOPJ. 


TERCERO.- El Promotor de la Acción Disciplinaria dictó en fecha 31 de 


mayo de 2016 propuesta de resolución, en la que reseñó que la evidente y 


manifiesta tardanza en el dictado de las resoluciones pendientes identificadas en 


la Información Previa de la que trae causa el presente Expediente Disciplinario 


supone la comisión de una falta muy grave de desatención o, subsidiariamente, 


de una falta muy grave de retraso, tipificada en cualquier supuesto en el art. 


417.9 LOPJ, por la que procede la imposición de una sanción de suspensión de 


funciones por tiempo de seis meses. 


El Ilmo. Sr. D. Xxx no presentó alegaciones al pliego de cargos ni a la 


propuesta de resolución.  


CUARTO.- En la tramitación del presente expediente disciplinario se han 


observado las prescripciones legales establecidas. 


HECHOS PROBADOS 


 PRIMERO.- El magistrado Ilmo. Sr. D. Xxx fue trasladado mediante 


Real Decreto xxx, de 11 de mayo, con carácter forzoso al Juzgado de Xxx, 


destino en el que permanece, si bien en la actualidad se encuentra en situación 


de suspensión provisional de funciones desde el 16 de febrero de 2016, como 


consecuencia de abrírsele juicio oral por la presunta comisión de un delito de 


prevaricación judicial. 
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SEGUNDO.-  El Magistrado Ilmo. Sr. D. Xxx tenía a fecha 3 de noviembre 


de 2015 pendiente de resolución el Procedimiento de incapacitación 201/2013, 


que había quedado concluso desde la vista celebrada el 20 de mayo de 2014, 


produciéndose además las siguientes circunstancias: una primera, que desde 


esta fecha mantenía en su poder el expediente, que no devuelve ni resuelve y, la 


segunda, que este procedimiento se encontraba ya pendiente entre los asuntos 


que fueron objeto del expediente disciplinario xxx, archivado por Acuerdo de 


la Comisión Disciplinaria de 17 de marzo de 2015. 


El referido Magistrado tenía también pendiente de dictado de resolución a 


fecha 29 de septiembre de 2015 los siguientes procesos penales: 


- Diligencias Previas 381/11; la última resolución que consta es la 


diligencia de ordenación de fecha 24 de noviembre de 2014,  quedando los autos 


sobre la mesa del titular del Juzgado para resolución de la petición interesada 


por el Ministerio Fiscal. 


- Diligencias Previas 12/2014; la última actuación es un auto de 10 de 


enero de 2014, acordando la incoación de diligencias previas- procedimiento 


abreviado 2/2014. 


- Diligencias Previas 418/13; la última actuación es una providencia de 18 


de agosto de 2015, dando traslado a las partes para que en plazo de diez días 


insten lo que a su derecho convenga, con apercibimiento de que de no instar la 


práctica de nuevas diligencias, se procedería al archivo de la querella. 


-Diligencias Previas 311/07, la última actuación es un auto de 11 de 


septiembre de 2015,  declarando extinguida la responsabilidad criminal. 


-Diligencias Previas 1349/13; la última actuación es una diligencia de 


ordenación de 17 de marzo de 2015, dejando las actuaciones en la mesa del 


Magistrado para resolver. 
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Procesos que todavía a fecha de la resolución de este expediente no 


consta que hayan sido resueltos. 


TERCERO.- Según los datos de la Sección de Estadística Judicial, 


correspondientes a la anualidad 2014 y tres primeros trimestres de 2015, el 


estado de situación y la evolución de los indicadores del Juzgado de xxx,


es el siguiente: 


- La carga de trabajo sobrepasó el indicador civil en ambas anualidades 


analizadas con un 269% en el 2014 y un 285% en el tercer trimestre de 2015. El 


indicador penal ha sido alcanzado en el año 2014 y no lo ha sido en 2015, con un  


133% y un 99%, respectivamente. 


- La dedicación del órgano alcanzó el correspondiente indicador durante 


todo el período analizado con un 156% y un 187%, respectivamente. 


- La pendencia, a fecha 30 de septiembre de 2015, era de 751 


procedimientos en trámite, por lo que resulta superior a la pendencia media de 


los órganos de igual clase del partido judicial (666 asuntos), de la provincia (697 


asuntos), de la Comunidad Autónoma (530) y la nacional (399). 


- En lo que a los procedimientos de ejecución civil se refiere, con 1157 


asuntos, es inferior a la media del partido (1162) y la provincia (1323), aunque 


está por encima de la de la Comunidad (1043) y la nacional (827). 


- En el orden penal, la pendencia es elevadísima: 1136 asuntos, muy 


superior a la media del partido judicial (635 asuntos) y al resto de las medias 


(568 la provincia, 436 la Comunidad y tan sólo 327 la nacional). 


- El tiempo de respuesta civil fue de 9,44 meses en 2014 y 7,29 en 2015. 


En penal fue de 4,13 meses en 2014 y 5,48 meses en 2015. 
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- El número de escritos pendientes de proveer es algo elevado: 402, de los 


cuales 294 tenían antigüedad superior a treinta días. A 30 de septiembre de 


2015 tenía además 24 demandas pendientes de incoar. 


- El número de escritos pendientes en penal era de 34, todos ellos 


inferiores a un mes, además de 328 asuntos pendientes de incoar, cifra 


excesivamente elevada. 


- Por lo que se refiere al rendimiento y resolución del titular, don Xxx, el 


mismo en las anualidades referidas ha alcanzado un  157% y un 175% del 


indicador. 


FUNDAMENTOS DE DERECHO 


PRIMERO.- Los hechos declarados probados resultan de la prueba 


practicada en el procedimiento disciplinario con todas las garantías de 


contradicción, cual es la Estadística Judicial, la del propio órgano judicial y los 


Informes del Servicio de Inspección, y describen los diferentes asuntos 


pendientes de resolver por una decisión estrictamente judicial, la entidad 


temporal por la que permanecen en estado de conclusos y, además, la actuación 


selectiva en el orden de resolución de los asuntos ya terminados, al haber 


resuelto asuntos más modernos, mantenido en idéntico estado de pendientes 


otros más antiguos cuya pendencia ya se constató en un anterior expediente 


disciplinario. 


En este sentido, los hechos acreditados, recogidos en el soporte fáctico, 


reflejan que el retraso no sólo es considerable en el tiempo de resolución de los 


procesos, sino también en la cifra de resoluciones, y constituye la infracción 


disciplinaria grave prevista en el art. 418.11 de la LOPJ consistente en "el retraso 


injustificado en la iniciación o en la tramitación de los procesos o causas de que 


conozca el juez o magistrado en el ejercicio de su función, si no constituye falta 


muy grave", de la que es responsable en concepto de autor. 
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SEGUNDO.- Esta calificación resulta de la aplicación de los criterios 


interpretativos reiteradamente manejados tanto por la Comisión Disciplinaria del 


Consejo General del Poder Judicial, como por la Sala Tercera del Tribunal 


Supremo que, en relación a las infracciones disciplinarias de retraso, vienen 


declarando reiteradamente que el contenido de las infracciones disciplinarias 


derivadas de incumplimientos temporales, a que se refieren los artículos 417.9, 


418.11 y 419.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, viene constituido por un 


concepto jurídico indeterminado cuya concreción se articula a través de cuatro 


criterios interpretativos: primeramente, la situación general del Juzgado sobre la 


plantilla de medios personales y el volumen de asuntos de que conoce; en 


segundo término, el retraso materialmente existente; en tercer lugar, la puesta 


en conexión del retraso con la trascendencia que tenga la actividad retrasada; y, 


por último, la concreta dedicación del titular del órgano jurisdiccional a su 


función. Y según se desprende de las sentencias de la Sala Tercera del Tribunal 


Supremo de 7 de febrero de 2003, 6 de julio de 2005 y 20 de abril de 2010, los 


referidos ilícitos disciplinarios derivados de dichos incumplimientos temporales 


presentan, como rasgos comunes, una situación objetiva de retraso, el 


incumplimiento de tiempos procesales y, por último, que ese incumplimiento 


tenga el carácter de injustificado; y, como notas diferenciadoras, en el caso del 


tipo leve, que se trate de retrasos aislados y en el supuesto de los tipos graves y 


muy graves, que se esté en presencia de un retraso reiterado y de suma 


importancia —falta muy grave- o, en su caso, que constituya un retraso de 


considerable importancia —falta grave-, si bien, y como precisan las sentencias 


de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de fecha 13 de julio de 2004 y de 9 de 


julio de 2009, a los efectos de lo dispuesto en el indicado artículo 418.11, el 


retraso ha de ser frecuente y repetido, afectando a una pluralidad de procesos y 


causas que denote una actuación general, constante y global del expedientado y 


no aislada o esporádica. Doctrina reiterada en Sentencias de 10 de abril de 2012, 


29 de septiembre de 2014 y 31 de marzo de 2016, recurso 521/2011, 39/2013 y 


758/2015, respectivamente. 
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En este supuesto, como se ha dicho, existe un retraso en el dictado de una 


sentencia de incapacitación y en la resolución de cinco procesos penales, 


mantenido en el tiempo, y que resulta imputable al Juez titular del expediente a 


tenor de las dos siguientes notas que resultan acreditadas de la misma existencia 


de aquella pendencia y el tiempo desde la que se mantiene: En primer lugar, el 


Sr. Xxx acumula de manera permanente un número de procesos civiles y penales 


exclusivamente pendientes de la principal e indelegable función que la 


Constitución y la Sociedad le ha encomendado, cual es la de juzgar y hacer 


ejecutar lo juzgado; en segundo término, el citado Juez no respeta el dictado de 


resolución conforme el orden de conclusión, único criterio de prelación al que 


debía sujetarse, resolviendo asuntos más nuevos con preferencia a otros más 


antiguos, que claman ser resueltos.  


Por otro lado, en cuanto a la relación de los medios a disposición del 


Juzgado con la situación de pendencia, no se percibe dato relevante alguno 


respecto a la situación del órgano judicial, su índice de entrada de asuntos, o 


ninguna otra circunstancia que lo individualice respecto los restantes órganos de 


igual clase de su Partido, que justifique una pendencia significativamente distinta 


a la de éstos, ni, en particular, el mantenimiento de la de estos seis concretos 


asuntos en perjuicio de aquellos otros posteriores que si han sido resueltos. 


TERCERO.- Consta en las actuaciones el porcentaje de cumplimiento 


personal o rendimiento de D. Xxx durante el periodo que comprende el retraso, 


siendo el mismo del 157% en el periodo correspondiente a la anualidad 2014 y 


del 175% del indicador en el periodo referido a las tres primeras anualidades de 


2015; ahora bien, aun cuando el rendimiento del Magistrado haya sido 


formalmente superior al 100% en el periodo de referencia, debe concluirse que 


ello no obsta a la responsabilidad disciplinaria por incumplimiento de lo que le 


era exigible, a tenor de las circunstancias que a continuación se explicitan.  
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Y es que, como establecen las Sentencias de 20 de abril de 2010 y 31 de 


julio de 2013 TS3ª, no cabe descartar a pesar del cumplimiento del módulo de 


dedicación personal, que la demora producida se deba a la pasividad intencional 


o al descuido del Magistrado, siempre cuando concurra el elemento de 


reprochabilidad y así se identifique en la motivación de cargo (suceso al que se 


refiere la Sentencia de 5 de julio de 2013 TS3ª). Esto es así, pues como 


igualmente declaró el Tribunal Supremo en su sentencia de 3 de noviembre de 


2003: <<por lo que hace al estatuto de jueces y magistrados, los módulos 


vienen ser datos elaborados con criterios técnicos para fijar un rendimiento 


estándar de la actividad profesional del juez, de carácter indiciario, provisional e 


incompleto, que permita, junto a otros elementos, determinar si hay o no un 


satisfactorio cumplimiento de esa actividad profesional, en aquellos casos en que 


proceda pronunciarse de manera individualizada sobre derechos o 


responsabilidades que en la ley tienen como título generador la conducta 


profesional>>. Son, sigue expresando la sentencia, <<valoraciones de carácter 


técnico destinadas a ser utilizadas, como un elemento más, en aquellos 


procedimientos donde la individualización de la conducta profesional del juez que 


haya de ser ponderada exija esa clase de valoraciones. Dicho de otro modo: 


vienen a ser estudios o informes técnicos cuya necesidad o utilidad se puede 


plantear en un elevado número de actuaciones y procedimientos individualizados 


de la competencia del Consejo General del Poder Judicial, y preestablecidos con 


el fin evitar su reiteración y de propiciar soluciones uniformes>>. Así entendido, 


el mismo criterio que justificó el archivo del anterior expediente, al concluirse 


que no era reprochable a D. Xxx el retraso que existía a fecha de 14 de febrero 


de 2014 en el dictado de 7 sentencias civiles, 1 sentencia penal y el trámite en 


25 asuntos civiles, por cumplir durante el primer trimestre de 2014 el 177,7% 


del rendimiento de dedicación, es el que ahora permite llegar a otro resultado 


conforme las distintas circunstancias que ahora concurren. 


Dicho esto, retomamos el Informe del Servicio de Inspección de fecha 5 de 


febrero de 2016 recabado en la sustanciación del presente expediente 
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disciplinario por cuanto da noticia que el Magistrado Sr. Xxx tenía en la fecha y 


para todos los casos considerados una situación de pendencia muy relevante, 


que supera ampliamente las medias del partido. Esta situación es especialmente 


acusada en el orden penal, en el que la pendencia del órgano es de 1136 


asuntos, muy superior a la media del partido judicial (635 asuntos) y al resto de 


las medias (568 la provincia, 436 la Comunidad y tan sólo 327 la nacional). 


A la luz de las circunstancias indicadas, la falta de justificación alguna por 


el Magistrado de la razón que explique el mantenimiento de la falta de resolución 


de aquellas actuaciones civiles y penales, a pesar de resolver otros 


procedimientos con posterioridad al punto de conseguir el porcentaje de 


rendimiento señalado, hace manifiesta su reprochabilidad en el retraso que 


padecen los procesos arriba relacionados. 


CUARTO.- Finalmente, el hecho de que el presente expediente se haya 


seguido por hechos parcialmente coincidentes con los que fueron considerados 


en el expediente disciplinario nº 26/2014, carece de relevancia por cuanto la 


persistencia de la falta de resolución de asuntos que integraron el retraso o 


desatención en otro expediente anterior constituye una nueva demora, posterior 


y no contemplada en aquella actuación disciplinaria, y una inaceptable selección 


de asuntos, siendo así que esa reiterada actitud de negarse a dictar resolución 


en el no sería motivo de archivo del segundo expediente, como causa 


merecedora de reproche disciplinario, por resultar afectado con ella el derecho 


fundamental a la tutela judicial efectiva de los ciudadanos que son parte en los 


procedimientos, y ello no constituiría doble punición, pues, en palabras de la 


Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de mayo de 2012 (recurso 582/2011), 


reiteradas en las de 18 de junio 2013 y 30 de junio de 2014 (recursos 380/12 y 


344/2013) <<…No cabe hablar de vulneración de la prohibición “non bis in ídem” 


cuando lo sancionado es el nuevo retraso sobreañadido al retraso inicial 


apreciado en el primer expediente disciplinario (…) debe señalarse que la 


persistencia de la misma conducta, después de la primera sanción impuesta, es 
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un elemento que agrava la culpabilidad y contribuye a apreciar ese superior nivel 


de reprochabilidad que caracteriza a la falta muy grave.>>. 


Con arreglo a la anterior doctrina, el retraso en el dictado de las 


resoluciones en aquellos procesos, mantenido en el tiempo y con posposición de 


la resolución de asuntos de mayor antigüedad a otros declarados conclusos con 


posterioridad, integra la falta disciplinaria grave prevista en el art. 418.11 LOPJ, 


sin que, por el contrario, la entidad de la dilación acreditada, puesta en relación 


con la dedicación del magistrado, permita su calificación en la propuesta falta 


muy grave de retraso contemplada en el artículo 417.9 LOPJ.  


QUINTO.- Procede determinar, seguidamente, la sanción que debe 


imponerse en este caso.  


A tal fin ha de ponerse de manifiesto que, como tiene declarado la 


jurisprudencia contencioso-administrativa, el principio de proporcionalidad de las 


sanciones requiere que la discrecionalidad que se otorga a la Administración 


sancionadora para su concreta aplicación se desarrolle ponderando y sopesando 


correctamente las específicas circunstancias del caso en cuestión, a fin de lograr 


la debida y necesaria adecuación entre los hechos imputados y la responsabilidad 


exigida, de suerte que toda sanción debe determinarse en congruencia directa 


con la entidad de la infracción cometida y las particularidades fácticas y objetivas 


del supuesto sancionado, a los efectos de lograr un adecuado juicio de 


proporcionalidad.  


Determinado lo anterior, procede imponer al Magistrado Ilmo. Sr. D. Xxx 


la sanción de multa en el importe medio legalmente posible, esto es 3.000 euros, 


de conformidad con lo previsto en el artículo 420.2 y en el artículo 421.3 de la 


Ley Orgánica del Poder Judicial, atendiendo la dosimetría que resulta del número 


de asuntos afectados,  la entidad temporal y cuantitativa del retraso constatado, 


así como la posposición que padecieron aquellos procesos en beneficio de otros 


asuntos en los términos antes indicados, sino también, a la persistencia del 
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retraso que se viene observando en relación con asuntos determinados pese a la 


incoación, con anterioridad a la sustanciación del presente Expediente 


Disciplinario, de otros expedientes de la misma naturaleza y con objeto 


parcialmente coincidente. 


Criterios, en definitiva, de retribución y de prevención general y especial, 


que hacen adecuada la imposición de la sanción pecuniaria en el importe 


individualizado. 


En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de 


general aplicación, la Comisión Disciplinaria, en su reunión del día de la fecha, y 


por unanimidad, 


ACUERDA 


Imponer al Ilmo. Sr. D. Xxx, por su actuación como Magistrado-Juez del 


Juzgado de xxx, la sanción de multa en el importe de 3.000 euros, como 


responsable de una falta grave del artículo 418.11 de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, de incumplimiento injustificado de los plazos procesales. 


Notifíquese este acuerdo al interesado y al Excmo. Sr. Fiscal General del 


Estado, advirtiéndose que contra el presente acuerdo podrán, en su caso, 


interponer recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder Judicial 


en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación. 


Comuníquese el presente acuerdo a la denunciante, al Excmo. Sr. 


Presidente del Tribunal Superior de Justicia de xxx, y al Promotor 


de la Acción Disciplinaria. 


Remítase nota al Servicio de Personal Judicial (Sección Régimen Jurídico 


de Magistrados) de este Consejo General del Poder Judicial. 
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Fdo. Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy 





